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La Declaración y Programa de Acción de Viena (1993), aprobada en la Conferencia Mundial sobre Derechos Humanos, constituye un hito de gran significado para la comunidad internacional, especialmente porque promueve la idea que un amplio espectro de valores—como la democracia, los derechos humanos y el desarrollo—son universales, indivisibles e interdependientes y que, además, estos valores se refuerzan mutuamente.
 Estas ideas han tenido un impacto positivo y han sido incorporadas en varios documentos de organismos internacionales globales y regionales, incluyendo la Carta Democrática Interamericana de la OEA (Organización de Estados Americanos).
 

Pero la discusión de la Declaración y Programa de Acción de Viena y de documentos similares no ha puesto atención en la necesidad de distinguir una cuestión conceptual—la idea que una serie de valores son universales, indivisibles e interdependientes—de una pregunta empírica—la idea que estos valores se refuerzan mutuamente. Por lo tanto, no ha considerado suficientemente la posibilidad que ciertos valores, por más que sean esenciales, no siempre se refuerzan mutuamente. Tampoco ha abordado adecuadamente las vastas implicaciones de carácter político asociadas a la posible existencia de “trade-offs” (desbalances) entre valores fundamentales.
Esta nota conceptual primero discute la distinción entre cuestiones conceptuales y preguntas empíricas en el contexto de la Declaración y Programa de Acción de Viena, e identifica una serie de tareas de carácter académico y político que surgen al considerar como una pregunta empírica la afirmación que ciertos valores se refuerzan mutuamente. Luego presenta algunos de los aportes a estas tareas que hace el informe del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) sobre La democracia en América Latina (2004). Finalmente se enfoca en el trabajo de la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos (OACDH) sobre la democracia, los derechos humanos y el estado de derecho.
 

I. La Declaración y Programa de Acción de Viena
Un enfoque amplio y holístico
La Declaración y Programa de Acción de Viena se destaca por promover un espectro amplio e inclusivo de valores como la democracia, el desarrollo, los derechos humanos y las libertades fundamentales. Pero tal vez lo más innovativo de este documento es que impulsa un enfoque holístico al ser muy explícito que estos valores son universales, indivisibles e interdependientes. Esto es, estos valores son vistos como partes de un todo que, por lo tanto, no deberían ser considerados aisladamente.

Este enfoque amplio y holístico, que puede ser justificado con base a una concepción de las personas como agente libres y entes dotados de dignidad,
 tiene consecuencias políticas importantes. La más directa de ellas es que articula una visión que ayuda a superar el impasse asociado a la invocación selectiva de valores. Éste fue un problema grave durante la guerra fría, cuando muchas naciones frecuentemente hacían referencia a dos pactos internacionales clave—el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (1966) y el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (1966)—como si éstos proveyeran visiones alternativas entre las cuales las naciones escogen. Esta contraposición de valores, y la defensa de unos sobre otros, frecuentemente impedía que la comunidad internacional asumiera como suya la responsabilidad de trabajar activamente en pos de muchos valores fundamentales. Pues, la Declaración y Programa de Acción de Viena es un importante documento que  ayuda a superar un escollo a la acción colectiva en la arena internacional.

¿Se refuerzan mutuamente los valores?
Además de poner énfasis en la universalidad, indivisibilidad e interdependencia de múltiples valores, la Declaración y Programa de Acción de Viena sugiere que estos valores se refuerzan mutuamente. Este segundo argumento puede interpretarse de distintas ópticas. Desde una perspectiva, el argumento que valores como la democracia, el desarrollo y los derechos humanos se refuerzan mutuamente es obviamente correcto. Por ejemplo, si la democracia es concebida como un derecho humano—como afirma el artículo 21 de la Declaración Universal de Derechos Humanos—o, a la inversa, si la democracia es definida de forma que incluye a los derechos humanos—como afirma el artículo 1 de la Resolución 2003/36 de la Comisión de Derechos Humanos—la democracia y los derechos humanos se reforzarían mutualmente por definición. Pero en este caso la declaración que estos derechos se refuerzan mutuamente esta basada en un razonamiento tautológico y carece pues de fuerza.
Desde otra perspectiva, el argumento que valores como la democracia, el desarrollo y los derechos humanos se refuerzan mutuamente es considerada no como una cuestión conceptual sino como una pregunta empírica. Esto es, desde esta perspectiva la relación entre valores importantes no se resuelve al nivel conceptual sino que—usando definiciones que distingan los conceptos como democracia, desarrollo y derechos humanos—es considerada como una pregunta abierta que permite la posibilidad de que ciertos valores, por más que sean considerados esenciales, no siempre se refuerzan mutuamente. En otras palabras, la relación entre distintos valores es una pregunta que solo puede ser respondida por medio de un análisis de los datos correspondientes.

Aunque un análisis riguroso de la relación entre la democracia y los derechos humanos no se ha hecho aun, vale la pena notar que existe considerable evidencia que la posibilidad de que estos valores no siempre se refuerzan mutuamente es más que una situación hipotética. Por ejemplo, estudios históricos han mostrado como el proceso de expansión de la democracia ha ocurrido en muchos casos décadas después del establecimiento de un estado de derecho. Y hoy en día una gran cantidad de países son caracterizados como democracias iliberales, teniendo procesos electoral libres y justos y, a su vez, deficiencias notables en términos del imperio de la ley y el respeto por el derecho de las minorías.
 Pues, contamos con bastante evidencia que situaciones en las cuales circunstancias muy positivas con respecto a un valor coexisten con circunstancias negativas con respecto a otro valor, o en las cuales una mejora en un valor es contrarestada por el empeoramiento en otro valor, no solo ocurren sino que hasta son bastante comunes. Estos son hechos de la realidad que son difíciles de eludir. 

El replanteamiento de la afirmación que ciertos valores se refuerzan mutuamente como una pregunta empírica tiene consecuencias importantes de carácter académico y político. Desde un punto de vista académico surge como tarea importante la necesidad de: 1) definir los conceptos que corresponden a valores como democracia, derechos humanos y desarrollo de tal forma que estos conceptos sean claramente distinguidos el uno del otro; 2) medir los conceptos por medio de indicadores observables, siempre tomando en cuenta que no existen modelos universales y que las manifestaciones empíricas de estos conceptos pueden variar de país en país; y 3) analizar la relación entre los conceptos para establecer, de forma empírica, si distintos valores se refuerzan mutuamente o no.

Desde un punto de vista político la consecuencia fundamental de la posibilidad que ciertos valores no siempre se refuerzan mutuamente es que no es suficiente simplemente afirmar la defensa de un enfoque amplio y holístico que incluye a la democracia, el desarrollo, los derechos humanos y las libertades fundamentales. En vez, se torna necesario considerar las formas en que la promoción de ciertos valores podría no tener un impacto positivo, o hasta tener un impacto negativo, sobre otros valores, y considerar prioridades y estrategias para afrontar el reto de los “trade-offs” que pueda existir entre valores.

Estas tareas de carácter académico y político son tan complicadas como son urgentes. Y su resolución va a requerir de la acción concertada y de los aportes de muchos actores. Pues, el resto de esta nota considera las contribuciones del Buró Regional del PNUD para América Latina y el Caribe y, en particular, del informe del PNUD sobre La democracia en América Latina (2004), luego considerando las convergencias entre el informe del PNUD y el trabajo de la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos (OACDH), ofreciendo además ciertas sugerencias para abordar de forma fructífera la conexión entre democracia, derechos humanos y estado de derecho.

II. El informe del PNUD sobre La democracia en América Latina (2004)

El informe del PNUD sobre La democracia en América Latina se enfoca en la democracia y plantea, como desafío político, la necesidad de una transición de la democracia electoral a la democracia de ciudadanas y ciudadanos. A la vez que presenta un enfoque amplio y holístico, también desarrolla un perspectiva analítica con el fin de identificar las deficiencias más importantes que enfrentan los países de América Latina y de orientar el debate político.

Empezando con una concepción minimalista de democracia
La democracia en América Latina sostiene que, por más que el concepto de democracia pueda ser visto como un concepto amplio, que va más allá de ciertas reglas y procedimientos relacionados a la arena electoral, nunca debe ser visto como abarcando menos de lo que comúnmente se incluye en la noción de una democracia electoral. 

El uso inicial de esta concepción minimalista de la democracia tiene ciertas ventajas. Primero, ayuda a dar claridad al concepto de democracia, ya que el concepto de democracia electoral puede ser definido elegantemente, siguiendo a Joseph Schumpeter, como un sistema en el cual candidatos a cargos públicos compiten en elecciones por votos.

Segundo, permite el establecimiento de un umbral mínimo en términos empíricos que puede ser usado para distinguir sistemas democráticos de sistemas autoritarios. Esto es, por más que el concepto de democracia incluya más atributos que los propuestos en la definición de Schumpeter, este concepto de democracia electoral ofrece criterios claros y medibles para excluir de la familia de democracias a los sistemas políticos en que los gobernantes dicen gobernar en nombre de la nación pero no proveen canales para que los ciudadanos expresen sus preferencias acerca de políticas públicas por medio de la elección de gobernantes.

Tercero, este concepto de democracia electoral ayuda a clarificar el significado de la democracia y, por lo tanto, a distinguir el concepto de democracia de otros conceptos cercanos. Como explica Robert Dahl, la esencia de un sistema democrático es que los ciudadanos están dotados de poder para influenciar, por vía de la elección de gobernantes y otras vías, la toma de decisiones, y que no existe límite al alcance de la autoridad ejercida de tal forma por los ciudadanos.
 Pues, el concepto de democracia no implica nada acerca .de qué políticas deberían adoptarse ni impone límites al poder de los votantes, excepto en lo que concierne a las reglas y prácticas que son constitutivas del sistema democrático.

De la democracia electoral a la democracia de ciudadanas y ciudadanos
La democracia en América Latina también sostiene que el ciudadano es más que un votante y que es necesario considerar las múltiples dimensiones de la ciudadanía. En gran parte, el informe adopta la distinción clásica entre las dimensiones político, civil y social de la ciudadanía. Brevemente, la ciudadanía política es vista como abarcando la democracia electoral y otros aspectos relacionados a la constitución del gobierno y el proceso de toma de decisiones públicas. La ciudadanía civil incluye cuestiones como la igualdad y protección frente a la discriminación; el derecho a la vida, la integridad física y la seguridad; el derecho a la justicia; y el derecho a la libertad de prensa y de información. Finalmente, la ciudadanía social abarca aspectos relacionados a la integración social y las necesidades básicas como la pobreza e indigencia, la desigualdad, el trabajo, la salud y la educación.

Este enfoque sobre la ciudadanía es claramente holístico, ya que el punto clave es que las varias dimensiones de la ciudadanía no deberían ser tratadas aisladamente. En particular, el informe resalta el impacto de las deficiencias en la ciudadanía social sobre el ejercicio de los derechos formales de índole político y civil. Pero el informe también considera a estas tres dimensiones como analíticamente distinguibles y presenta un análisis empírico con base a una gran cantidad de datos sobre estas dimensiones.

Los resultados de este análisis empírico muestran que se ha avanzado mucho en la dimensión política de la ciudadanía durante los últimos 25 años, especialmente en lo que atañe a la democracia electoral. Pero también ofrecen evidencia sólida de que no solo no se ha avanzado al mismo paso en las otras dimensiones de la ciudadanía, sino que en algunas instancias (por ejemplo, en términos de la seguridad ciudadana, y la pobreza y desigualdad) se notan algunos retrocesos. Esto es, el análisis empírico de este informe sugiere que no siempre se refuerzan mutuamente ciertos valores fundamentales.

III. La conexión entre democracia, derechos humanos y estado de derecho

Convergencias entre el PNUD y la OACDH

El trabajo reciente de la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos (OACDH) sobre la democracia, los derechos humanos y el estado de derecho complementa en gran parte el trabajo del PNUD en América Latina y el informe sobre La democracia en América Latina. Esta convergencia fue expresada con especial fuerza, en ocasión de la apertura del seminario sobre la interdependencia entre democracia y derechos humanos en Ginebra en noviembre del 2002, por el Alto Comisionado para los Derechos Humanos Sergio Vieira de Mello. En su intervención, Vieira de Mello resalta la importancia del objetivo de “ir más allá de una concepción estrecha de la democracia y la necesidad de promover una ‘democracia holística,’ que abarca aspectos procedimentales y sustantivos, instituciones formales y procesos informales, mayorías y minorías, hombres y mujeres, gobiernos y sociedad civil, lo político y lo económico, lo nacional y lo internacional.”
 De formas muy parecidas, la OACDH y el PNUD han defendido un enfoque amplio y holístico que subraya el valor de una democracia que incluye pero también excede lo que comúnmente se llama la democracia electoral.

Esta convergencia conceptual lleva a varias convergencias sustantivas. Por ejemplo, tanto la OACDH como el PNUD han puesto gran énfasis en la cuestión del poder y en la importancia de considerar el impacto de la situación socio-económica sobre la habilidad de los ciudadanos de ejercer efectivamente sus derechos, ya sea en el uso del voto, el acceso a la justicia y en otras áreas de la vida de los ciudadanos. A su vez, la adopción de un enfoque amplio y holístico lleva a que ambas organizaciones enfrenten retos comunes al plantearse la difícil cuestión de la relación entre democracia, derechos humanos y estado de derecho.

La conexión entre democracia, derechos humanos y estado de derecho

Sobre este tema vale la pena resaltar que no contamos aún con una resolución clara del problema. En verdad, el debate acerca de cómo se conectan estos conceptos es bastante reciente y ha resultado en la articulación de posiciones a veces muy distantes. Pues, para orientar este debate, es conveniente elaborar ciertos criterios generales introducidos arriba.

Cuestiones conceptuales. Primero, es necesario definir los conceptos de forma de distinguirlos entre sí y de identificar como distintos conceptos expresan diferentes principios, aún cuando se traten de diferentes derechos de una misma persona. Sin pretender cerrar el debate, es posible mostrar que la distinción entre los conceptos de democracia y derechos humanos tiene un fundamento bastante claro. Pues, la democracia ha sido entendida casi siempre como un derecho que debe ser reconocido por un Estado y que le da derechos a un ciudadano a participar en la toma de decisiones. En cambio, los derechos humanos son vistos generalmente como derechos que tienen las personas aún si no pertenecen a una comunidad política—generalmente un Estado—y que no pueden ser limitados por cualquier decisión política, por más democrático que sea el  proceso de toma de decisiones. 

La distinción entre los conceptos de democracia y estado de derecho puede fundamentarse también en una tradición larga de pensamiento. Para empezar, el concepto de estado de derecho se distingue claramente del de democracia al connotar el constreñimiento del poder del Estado.
 Además, aún cuando el concepto de estado de derecho comparte con la democracia un énfasis en el principio de igualdad de todos los ciudadanos,
 este mismo principio se aplica a distintas esferas de la política. Pues, la igualdad en el sentido democrático se refiere generalmente a que todos los ciudadanos deberían tener la misma influencia o peso en el proceso de toma de decisiones políticas, mientras que la igualdad en el sentido del estado de derecho se refiere al estatus legal de los considerados, la forma en que las leyes son implementadas, la forma en que el sistema de justicia y las fuerzas de seguridad tratan a los ciudadanos, etc.

Preguntas empíricas. Segundo, es necesario estar abierto a la posibilidad de que estos distintos principios contengan una tensión interna, que se manifieste en la dificultad de defender distintos valores a la misma vez. Por ejemplo, esto es un resultado posible de la tensión, que se ha tornado muy visible en el nuevo contexto global abierto el 11 de septiembre del 2001, entre decisiones orientadas a la seguridad de los ciudadanos y el respeto a los derechos civiles de todos los ciudadanos. A su vez, es importante notar el valor de análisis empíricos que muestran que ciertos argumentos con claras implicaciones políticas no son válidos. En este sentido, hoy podemos decir, con base en estudios rigorosos, que el argumento que la democracia tiene un peor rendimiento que el autoritarismo en términos de desarrollo económico—un argumento muy común en las décadas de los 60 y 70 y que fue usado para justificar gobiernos autoritarios—carece de apoyo científico y es de hecho ideológico.

Asuntos políticos. Tercero, si se encuentra que en la realidad ciertos valores no siempre se refuerzan mutuamente, es necesario pensar en estrategias para dar prioridad a aquellas áreas donde las deficiencias son más dramáticas y acción inmediata es requerida. Además, debería buscarse formas de impulsar reformas políticas y políticas públicas que hagan compatibles la relación entre múltiples valores o, al menos, reduzcan los “trade-offs” (desbalances) que pueda existir entre valores.

IV. Conclusión

Esta nota conceptual trata de contribuir a la formulación de “un enfoque analítico que lleve a conclusiones prácticas y orientadas a la acción,” una meta resaltada en las conclusiones de la reunión de expertos en la reciente conferencia de la OACDH.
 Pone énfasis en la necesidad de distinguir entre cuestiones propiamente conceptuales—como la idea de que una serie de valores son universales, indivisibles e interdependientes—y preguntas empíricas—como la idea que estos valores se refuerzan mutuamente. Ofrece además ciertos criterios que deberían tomarse en cuenta al abordarse la difícil relación entre democracia, derechos humanos y estado de derecho. Estos criterios generales son solamente un punto de partida para la discusión. Pero ayudan a plantear de forma analítica el interrogante de la conexión entre democracia, derechos humanos y estado de derecho.
� La Declaración y Programa de Acción de Viena (1993) afirma que “Todos los derechos humanos son universales, indivisibles e interdependientes y están relacionados entre sí” (art. 5) y también que “La democracia, el desarrollo y el respeto de los derechos humanos y de las libertades fundamentales son conceptos interdependientes que se refuerzan mutuamente” (art. 8) (énfasis agregado).


� La Carta Democrática Interamericana de la OEA (Organización de Estados Americanos) dice, en el artículo 7, que “La democracia es indispensable para el ejercicio efectivo de las libertades fundamentales y los derechos humanos, en su carácter universal, indivisible e interdependiente, consagrados en las respectivas constituciones de los Estados y en los instrumentos interamericanos e internacionales de derechos humanos.” A su vez, el artículo 11 de la Carta dice que “La democracia y el desarrollo económico y social son interdependientes y se refuerzan mutuamente.”


� Véase, especialmente, United Nations, Commission on Human Rights, “Civil and Political Rights. Continuing dialogue on measures to promote and consolidate democracy. Report of the High Commissioner for Human Rights submitted in accordance with Commission resolution 2001/41,” � FILLIN "Symbol" \* MERGEFORMAT �E/CN.4/2003/59�, � FILLIN "Date" \* MERGEFORMAT �27 January 2003�; y United Nations, Commission on Human Rights, “Civil and Political Rights. Interdependence between democracy and human rights. Report of the second expert seminar ‘Democracy and the rule of law’,” E/CN.4/2005/58, 18 March 2005.


� Una justificación can base a estos criterios son elaborados en Amartya Sen. Development as Freedom (Oxford: Oxford University Press, 1999), pp. 4-5; United Nations Development Programme (UNDP), Human Development Report 2000 (New York: Oxford University Press, 2000), p. 19; David Beetham, “Democracy and Human Rights: Contrast and Convergence,” paper presented at the Seminar on the Interdependence Between Democracy and Human Rights, Office of the High Commissioner for Human Rights, Geneva, November 25–26, 2002, p. 2; y Guillermo O’Donnell, “Democracia, desarrollo humano y derechos humanos,” pp. 25-125, en Guillermo O’Donnell, Osvaldo Iazzetta y Jorge Vargas-Cullel (eds.), Democracia, desarrollo humano y ciudadanía. Reflexiones sobre la calidad de la democracia en América Latina (Rosario, Argentina: Editorial Homo Sapiens, 2003), pp. 28-33 y 103-05. 


� Michael Mann, The Sources of Social Power, Vol. II: The Rise of Classes and Nation-States, 1760-1914 (Cambridge: Cambridge University Press, 1993); Thomas Ertman, Birth of the Leviathan: Building States and Regimes in Medieval and Early Modern Europe (New York: Cambridge University Press, 1997); Fareed Zakaria, The Future of Freedom: Illiberal Democracy at Home and Abroad (New York: W. W. Norton, 2003).


� Para una revisión del estado del arte en la conceptualización y medición de la democracia, gobernabilidad democrática y estado de derecho, véase Gerardo L. Munck, “Measuring Democratic Governance: Central Tasks and Basic Problems,” pp. 427-59, en Deepa Narayan (ed.), Measuring Empowerment: Cross-Disciplinary Perspectives (Washington, DC: World Bank, 2005).


� La necesidad de dar prioridad a ciertos valores sobre otros es una de las conclusiones de la segunda reunión de expertos organizada por la OACDH. United Nations, Commission on Human Rights, “Civil and Political Rights. Interdependence between democracy and human rights. Report of the second expert seminar ‘Democracy and the rule of law’,” E/CN.4/2005/58, 18 March 2005, p. 13, párrafo 3, y del documento de la OACDH, Los derechos humanos y la reducción de la pobreza: Un marco conceptual (Nueva York y Ginebra: Naciones Unidas, HR/PUB/04/1, 2005), pp. 24-29.


� Joseph Schumpeter, Capitalism, Socialism, and Democracy (New York: Harper, 1942), pp. 269-73.


� Robert A. Dahl, Democracy and its Critics (New Haven, CT.: Yale University Press, 1989), pp. 109-14.


� High Commissioner for Human Rights, Sergio Vieira de Mello, “Holistic Democracy: The Human Rights Content of Legitimate Governance,” opening statement presented at the Seminar on the Interdependence Between Democracy and Human Rights, Office of the High Commissioner for Human Rights, Geneva, November 25–26, 2002; United Nations, Commission on Human Rights, “Civil and Political Rights. Continuing dialogue on measures to promote and consolidate democracy. Report of the High Commissioner for Human Rights submitted in accordance with Commission resolution 2001/41,” � FILLIN "Symbol" \* MERGEFORMAT �E/CN.4/2003/59�, � FILLIN "Date" \* MERGEFORMAT �27 January 2003�, pp. 4-5.


� Sobre la noción de poder en el contexto de la teoría democrática, véase Robert A. Dahl, Democracy and its Critics (New Haven, CT.: Yale University Press, 1989), pp. 112-14.


� Sobre el principio de la igualdad como principio de la democracia, véase Robert A. Dahl, Democracy and its Critics (New Haven, CT.: Yale University Press, 1989), capítulo 6, y como principio del estado de derecho, véase Guillermo O’Donnell, “Why the Rule of Law Matters,” Journal of Democracy Vol. 15, Nº 4 (October 2004): 32-46, pp. 32-33.


� Sobre las áreas específicas en que se aplica la noción de igualdad pertinente al concepto del estado de derecho, véase Guillermo O’Donnell, “Why the Rule of Law Matters,” Journal of Democracy Vol. 15, Nº 4 (October 2004): 32-46, pp. 39-42.


� Véase Adam Przeworski, Michael E. Alvarez, José Antonio Cheibub y Fernando Limongi, Democracy and Development: Political Institutions and Well-Being in the World, 1950-1990 (New York: Cambridge University Press, 2000), y PNUD, Informe sobre desarrollo humano 2002. Profundizar la democracia en un mundo fragmentado (Nueva York: PNUD, 2002), capítulo 2.


� United Nations, Commission on Human Rights, “Civil and Political Rights. Interdependence between democracy and human rights. Report of the second expert seminar ‘Democracy and the rule of law’,” E/CN.4/2005/58, 18 March 2005, p. 4.
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